








































































 
 
 
 
 
 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 
San José de Cúcuta, treinta (30) de julio de dos mil veinte (2020) 

Magistrado Ponente: ROBIEL AMED VARGAS GONZÁLEZ 
 
Medio de Control:  Nulidad electoral 
Radicado No:   54-001-23-33-000-2019-00327-00 Acumulados 2019-

00328; 2019-00329; 2019-00330 y 2010-00368 
Demandante:             Allison Juliana Márquez Cataño y otros 
Demandado:  Jairo Tomás Yáñez Rodríguez -Alcalde de Cúcuta- 
Asunto:             Decisión de Excepciones. 
 
En atención al informe secretarial que antecede, debería la Sala fijar la fecha para 
la celebración de la audiencia inicial dentro de los procesos acumulados de la 
referencia, empero, al tenor de lo previsto en el Decreto Legislativo 806 del 4 de 
junio de 2020, hay lugar a decidir primero las excepciones propuestas, conforme lo 
siguiente: 
 
1º.- Mediante el Decreto Legislativo 806 del 4 de junio de 2020, se adoptaron 
medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones 
en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención 
a los usuarios del servicio de justicia, el cual es aplicable a todos los procesos 
judiciales en curso al momento de su expedición. 
 
2º.- En el artículo 121 se estableció una nueva regulación para la resolución de 
excepciones en la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
Indicándose que las excepciones previas se formularán y decidirán según lo reglado 
en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. 
 
Luego se precisa que la excepción de falta de legitimación en la causa y las otras 
relacionadas  el numeral 6º del artículo 180 del CPACA, se tramitarán y decidirán 
como una excepción previa conforme a lo reglado en los citados artículos del Código 
General del Proceso. 
 
En el numeral 2º del artículo 101 del citado Código se establece que las excepciones 
previas que no requieran la práctica de pruebas, se decidirán antes la audiencia 
inicial. 

                                                 
1“Artículo 12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. De 

las excepciones presentadas se correrá traslado por el término de tres (3) días en la forma 
regulada en el artículo 110 del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este término, 
la parte demandante podrá pronunciarse sobre ellas y, si fuere el caso, subsanar los defectos 
anotados en las excepciones previas.  
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los articulas 100, 101 Y 
102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere 
el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juzgador las decretará en el auto que cita 
a la audiencia inicial, yen el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones 
previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión.  
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la 
causa y prescripción extintiva. se tramitarán y decidirán en los términos señalados anteriormente.  
La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser adoptada en primera 
instancia por el juez. sUbsección, sección o sala de conocimiento. Contra esta decisión procederá 
el recurso apelación, el cual será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo 
de Estado. Cuando esta decisión se profiera en única instancia por los tribunales y Consejo de 
Estado se decidirá por el magistrado ponente y será suplicable.  
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De otra parte, en el inciso final de artículo 12 del Decreto 806 se establece que 
cuando el proceso sea de primera instancia la providencia que decida las 
excepciones mencionadas, será adoptada por la Sección o Sala de conocimiento 
del Tribunal. 
 
3º.- En el presente asunto, tanto la  Registraduría Nacional del Estado Civil como el 
Consejo Nacional Electoral al contestar la demanda en los procesos acumulados 
2019-0327, 2019- 0328 y 2019- 0329, propusieron la excepción de Falta de 
Legitimación en la causa por pasiva. El Alcalde demandado y los coadyuvantes de 
aquel, señores Jorge Humberto Moreno y Martín Santos no propusieron ninguna 
clase de excepciones en el escrito de intervención. 
 
4º.- En los procesos acumulados 2019- 0330 y 2019-0368 no se propuso 
excepciones por ninguna de las entidades y personas que conforman la parte 
accionada. 
 
5º.- Durante el término del traslado de las excepciones la parte actora no presentó 
intervención alguna. 
 
6º.- Así las cosas, procede la Sala a resolver las excepciones propuestas por la 
Registraduría Nacional del Estado Civil y el Consejo Nacional Electoral, de falta de 
legitimación en la causa por pasiva, en los siguientes términos: 
 
6.1.- La Registraduría Nacional del Estado Civil señala como fundamento de la 
excepción, que en materia electoral dicha entidad solo se encarga de la 
organización de las elecciones y por ende ha de mantener la imparcialidad en las 
resultas del proceso electoral. 
 
Afirma que legalmente la Registraduría Nacional del Estado Civil, no emite acto 

administrativo alguno que determine que un voto es válido o no, y por tanto tampoco 

establece sí una persona es merecedora de un cargo de elección popular, dado que 

dicha gestión es implementada por actores independientes y ajenos a ella. 

 
La parte actora dentro de los procesos acumulados, dentro del término de traslado 
de la excepción guardó silencio. 
 
Así las cosas, la Sala recuerda que la jurisprudencia de la Sección Quinta del 
Consejo de Estado2 ha señalado en forma reiterada que la vinculación de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil (en adelante la Registraduría) en los 
procesos electorales debe ser determinada en virtud de la relación entre los 
cuestionamientos formulados en la demanda y las funciones y competencias 
desarrolladas por el referido órgano electoral, pues si los reproches elevados no 
censuran actuación alguna de la Registraduría, su vinculación al trámite judicial no 
resulta necesaria. 
 
Es decir, que en los procesos electorales en los cuales se pretenda la nulidad del 
acto electoral por estar viciado de causales de anulación subjetivas, no resulta 
válida la vinculación de la Registraduría, al paso que cuando se trate de las causales 
denominadas como objetivas sí hay lugar a traer a dicha entidad al proceso. 
 

                                                 
2
 Ver al respecto: Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Rad. 2014-00065-

00. C.P. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. Auto de 6 de noviembre de 2015: “Por ello resulta importante 
establecer en cada caso concreto, si las actuaciones de la autoridad pública [RNEC] que se ordena vincular 
fueron relevantes frente al acto administrativo que se demande y que los cargos elevados por los 
demandantes apunten a cuestionar su legalidad.” (Negrilla y subrayas fuera de texto) 
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En consecuencia, en cada caso hay que revisar las pretensiones de la demanda, a  
efectos de verificar si el vicio de anulación en que se fundamenta el  medio de control 
de nulidad electoral recae en la actuación desplegada por la Registraduría, o si por 
el contrario se trata de una actuación ajena a sus funciones, como cuando se 
demanda la nulidad de la elección por causales subjetivas, como son las 
inhabilidades en que pudo incurrir el elegido. 
 
Al respecto, la Sala al revisar las demandas que dieron origen a los procesos 
acumulados encuentra que en todas se planteó causales subjetivas de anulación 
del acto demandado, por lo cual la excepción planteada está llamada a prosperar, 
pero no por las razones propuestas por la entidad, sino por las que se explican a 
continuación. 
 
En efecto, en los procesos radicados 2019-0368, actor Jaime Vásquez y 2019-0239, 
actor Allison Márquez, se plantea la violación de lo previsto en el artículo 107 de la 
Constitución, y la causal prevista en el numeral 8 del artículo 275 de la Ley 1437 de 
2011, es decir, la causal conocida como la doble militancia. 
 
En los procesos radicados 2019 0327, 2019-0328 y 2019-0330, se propuso 
causales de anulación subjetivas, como quiera que se trata de inhabilidades en las 
que supuestamente incurrió el demandado al ser excluido de la profesión de 
comerciante, por haber intervenido en la celebración de contratos con entidades 
públicas y por haber participado en las mesas de trabajo y reuniones para revisión 
y ajustes del P.O.T. de la ciudad de Cúcuta. 
 
Además de lo anterior, la Sala recuerda que de  conformidad con el artículo 32 de 
la Ley 1475 de 20113, las funciones de la Registraduría en materia de inscripción 
de candidatos a elecciones populares se limitan a la simple verificación de los 
requisitos formales de la postulación, pero no a la determinación de posibles 
incursiones en inhabilidades e incompatibilidades de los candidatos, labor que está 
encargada a los Partidos y Movimientos Políticos, conforme lo previsto en el inciso 
primero del artículo 28 de la Ley 1475 de 20114. 
 
Así las cosas, es evidente que en el presente caso las presuntas  irregularidades 
atribuidas al demandado no guardan relación con las actuaciones desplegadas por 
la Registraduría, sino con  posibles circunstancias subjetivas inhabilitantes del 
elegido Alcalde, lo cual  no era verificable por dicha entidad al momento de la 
inscripción, pues conforme la normativa previamente aludida, corresponde a los 
Partidos y Movimientos  políticos verificar los requisitos, calidades y el régimen de 
inhabilidades de los candidatos a avalar. 
 
Como corolario, la Sala no encuentra mérito para mantener la vinculación de la 
precitada entidad en el presente proceso, razón por la cual se declarará probada la 
excepción de “falta de legitimación en la causa por pasiva”, propuesta por la 
Registraduría. 
 
6.2.- Se procede ahora a decidir la excepción de falta de legitimación en la causa 
por pasiva, propuesta por el Consejo Nacional Electoral, conforme lo siguiente: 
 

                                                 
3
 “Aceptación o rechazo de inscripciones. La autoridad electoral ante la cual se realiza la inscripción 

verificará el cumplimiento de los requisitos formales exigidos para la misma y, en caso de encontrar que 
los reúnen, aceptarán la solicitud suscribiendo el formulario de inscripción en la casilla correspondiente.” 
(Negrilla y subrayas fuera de texto) 
4
 “Inscripción de candidatos. Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica podrán inscribir 

candidatos a cargos y corporaciones de elección popular previa verificación del cumplimiento de las calidades 
y requisitos de sus candidatos, así como de que no se encuentran incursos en causales de inhabilidad o 
incompatibilidad.” (Negrilla y subrayas fuera de texto) 
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Expone el apoderado de dicha entidad, que el Consejo no participó en el escrutinio 
que finalizó con la declaratoria de la elección que se demanda, por lo cual no se 
puede menos que declarar la excepción de falta de legitimación en la causa por 
pasiva. 
 
Cita como fundamento de la referida excepción lo dicho por la Corte Constitucional 
en la sentencia de tutela T-416 de 2016, reiterando que como el Consejo Nacional 
Electoral no tuvo incidencia en las presuntas irregularidades planteadas por el 
demandante debe prosperar la excepción.  
 
Precisa que el Consejo solo es competente para realizar los escrutinios a nivel 
general nacional, pues son las comisiones escrutadoras distritales y municipales las 
encargadas de hacer los escrutinios y declarar las elecciones municipales y locales, 
con fundamento en el Código Electoral, artículo 166. 
 
El apoderado de la parte actora, dentro del término de traslado de la excepción 
guardó silencio. 
 
Para resolver esta excepción, la Sala recuerda que  en el artículo 265 de la 
Constitución Política se establecen las atribuciones del Consejo Nacional Electoral 
como máxima autoridad electoral a nivel nacional. Se consagra en la norma que el 
Consejo regulará, inspeccionará, vigilará y controlará toda la actividad electoral de 
los partidos y movimientos políticos, garantizando el cumplimiento de los principios 
y deberes que a ellos le corresponde. 
 
A través del Decreto 2085 del 19 de noviembre de 2019, se estableció  la estructura 
orgánica e interna del Consejo Nacional Electoral, estableciéndose su naturaleza, 
sede y funciones en los artículos 1, 2 y 35. 
 
Así las cosas, la  Sala  reitera el mismo criterio expuesto para decidir la excepción 
de falta de legitimación en la causa por pasiva de la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, y por tanto, teniendo en cuenta que en los procesos acumulados se 
propone la nulidad de la elección del Alcalde de Cúcuta por las causales subjetivas 
ya mencionadas anteriormente, es dable concluir  que el Consejo Nacional Electoral 
carece de legitimación en la causa por pasiva y por tanto no debe continuar  como 
parte accionada en el presente asunto.  
 
Como ya se precisó anteriormente, la referida excepción fue propuesta en los 
procesos radicados 2019-0327, 2019-0328 y 2019-0329, en los cuales la parte 

                                                 
5“Artículo 1. Naturaleza. El Consejo Nacional Electoral es un organismo autónomo, de 

origen constitucional, independiente de las tres ramas del poder público y hace parte de 
organización electoral, el cual de la autonomía administrativa y presupuestal en los términos 
del artículo de constitución polftica y del presente Decreto Ley.  

Artículo 2. Sede. La sede del Consejo Nacional ciudad Bogotá, D.C., y ejercerá sus 
funciones a nivel nacional. Parágrafo transitorio. El Consejo Nacional funcionará en 
instalaciones de la Registraduría Nacional del Civil ubicadas en la Avenida Calle 26 # 51-
50 - CAN de la ciudad de Bogotá, , hasta tanto adquiera la sede propia.  

Artículo 3. Objeto. El Consejo Nacional Electoral regulará, inspeccionará, vigilará y 
controlará toda la actividad electoral los partidos y movimientos politicos, de los grupos 
significativos de ciudadanos, sus representantes legales, directivos y candidatos, 
garantizando cumplimiento de los principios y deberes que a ellos corresponden, y gozará 
de autonomía presupuestal y administrativa, en los términos de la Constitución Política y el 
presente Decreto Ley.”   
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actora planteó como causal de nulidad del acto de elección del Alcalde de Cúcuta, 
las inhabilidades del candidato Yáñez Rodríguez conocidas como  la doble 
militancia, la exclusión del ejercicio de la profesión de comerciante y la celebración 
de contratos con entidades públicas. Es claro, entonces, que tales causales no 
guardan relación con actuaciones y funciones del Consejo Nacional Electoral, sino 
con situaciones particulares del entonces candidato a la Alcaldía de Cúcuta. 
 
Amén de lo anterior, tampoco se puede ubicar al Consejo Nacional Electoral como 
una de las entidades a las cuales se le debió notificar el auto admisorio de la 
demanda, en los términos del artículo 227 del CPACA, para que hiciera parte en el 
presente proceso.  En efecto, el numeral 2º de dicho artículo solamente establece 
que se debe notificar el auto admisorio de la demanda en el proceso electoral a la 
autoridad que expidió el acto demandado y a la que intervino en su adopción, según 
el caso. 
 
En el presente caso es claro que el acto demandado fue proferido por la 
Registraduría a través de la Comisión Escrutadora Municipal de Cúcuta, y está  
contenido en el formulario E 26ALC del 07 de noviembre de 2019, sin que existan 
elementos de juicio que permitan concluir que el Consejo Nacional Electoral 
participó en su adopción, por todo lo cual por este otro aspecto esta entidad tampoco 
debe continuar como parte accionada en el asunto de la referencia. 
 
En consecuencia, habrá de declararse probada la excepción de falta de legitimación 
en la causa por pasiva, propuesta por el apoderado del Consejo Nacional Electoral. 
 
Ahora bien, una vez en firme la presente providencia el expediente deberá pasar al 
Despacho del Magistrado Ponente para efectos de fijar la fecha para la realización 
de la audiencia inicial, la cual se hará de manera virtual a través de los medios 
electrónicos existentes, conforme lo prevé el artículo 7 del Decreto 806 de 2020. 
 
En consecuencia, se dispone:  
 
1º.- Declarar probadas las excepciones de falta de legitimación en la causa por 
pasiva propuestas por la Registraduría Nacional del Estado Civil, y por el Consejo 
Nacional Electoral, por las razones expuestas en la parte motiva. 
 
2º.- Continuar el trámite del proceso de la referencia sin la participación de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil, y el Consejo Nacional Electoral.  
 
3.- Una vez en firme la presente providencia pásese el expediente al Despacho del 
Magistrado Ponente para efectos de fijar la fecha para la realización de la audiencia 
inicial, la cual se hará de manera virtual a través de los medios electrónicos 
existentes. 
 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
(Esta providencia fue discutida y aprobada en Sala Oral No. 04, en sesión virtual 

del 30 de julio de 2020) 
 

                                               

ROBIEL AMED VARGAS GONZÁLEZ 
Magistrado 
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HERNANDO AYALA PEÑARANDA 

Magistrado 

 

 



 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NORTE DE SANTANDER 

Magistrado Sustanciador CARLOS MARIO PEÑA DÍAZ  
San José de Cúcuta, veintitrés (23) de julio del dos mil veinte (2020) 

 

 

Radicación número: 54-001-23-33-000-2019-00345-00 

Actor:  Javier Leonardo Leal Mora 

Demandado:   Luis Alberto Otero Landinez 

Medio de control:  Nulidad Electoral 

 
 
Sea lo primero advertir que el Doctor Robiel Amed Vargas González H. 

Magistrado de esta Corporación e integrante de esta Sala de Decisión Oral No. 

003, manifiesta encontrarse impedido por estar incurso en la causal 9ª de 

impedimento prevista en el artículo 141 del Código General del Proceso, a 

causa de su relación de amistad con el apoderado de la parte demandada, 

razón suficiente para declarar fundado el impedimento por él propuesto, y 

como consecuencia de ello, se le separará del conocimiento del presente 

asunto. De esta manera, el Magistrado Robiel Amed Vargas González no 

conformará la presente Sala de Decisión. 

 

Al Despacho el proceso de la referencia con memoriales elevados por la parte 

demandada en los que presenta recurso de apelación y solicita que se 

adicione la sentencia dictada con fecha 28 de mayo de 2020, motivo por el cual 

la Sala procederá de conformidad.  

 

ANTECEDENTES 

 

En escritos presentados de forma electrónica el 03 de julio del 2020, el 

apoderado de la parte demandada, presenta recurso de apelación, además de 

solicitar que se adicione el fallo de fecha 28 de mayo de 2020 dictado dentro 

del proceso de la referencia, en los términos del artículo 287 del CGP, en 

razón a la presunta omisión por parte de la Sala de pronunciamiento sobre uno 

de los puntos objeto de controversia.  

 

Señala como fundamento de la solicitud el apoderado, que durante la etapa 

procesal pertinente, alegatos de conclusión, se procedió a establecer como 

objeto importante de la Litis la aclaración que al respecto del asunto objeto de 

debate fijó el legislador, es decir el contenido del artículo 6 de la Ley 1871 de 

2017, que establece la interpretación que debe darse al contenido del artículo 

6 de la Ley 617 de 2000, sin que el Tribunal realizara pronunciamiento alguno, 

omitiendo de manera específica el planteamiento propuesto.  
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Indica además que en la forma en que fue planteado el problema jurídico 

impone ser resuelto a través de un análisis integrado de la norma que se ha 

establecido para el caso en concreto, toda vez que la función principal de la 

Rama Judicial no es otra que la de administrar justicia, haciendo efectivos los 

derechos, obligaciones, garantías y libertades consagradas en la Constitución 

y las Leyes. Procediendo a reiterar los argumentos.  

 

Por lo tanto se,  

SE CONSIDERA 

 

Que el artículo 287 del C.G.P. prevé:  

 

ARTÍCULO 287. ADICIÓN. Cuando la sentencia omita resolver sobre 

cualquiera de los extremos de la litis o sobre cualquier otro punto que de 

conformidad con la ley debía ser objeto de pronunciamiento, deberá 

adicionarse por medio de sentencia complementaria, dentro de la 

ejecutoria, de oficio o a solicitud de parte presentada en la misma 

oportunidad. 

 

El juez de segunda instancia deberá complementar la sentencia del inferior 

siempre que la parte perjudicada con la omisión haya apelado; pero si dejó 

de resolver la demanda de reconvención o la de un proceso acumulado, le 

devolverá el expediente para que dicte sentencia complementaria. 

 

Los autos solo podrán adicionarse de oficio dentro del término de su 

ejecutoria, o a solicitud de parte presentada en el mismo término. 

 

Dentro del término de ejecutoria de la providencia que resuelva sobre la 

complementación podrá recurrirse también la providencia principal. 

 

Revisada la providencia de fecha 28 de mayo del 2020, considera la Sala que 

no le asiste razón al solicitante, esto en atención a los términos en que se 

realizó la fijación del litigio en cumplimiento del numeral 7º del artículo 180 del 

CPACA., como se pasará a exponer:  

 

Para el efecto, esta Sala de decisión confrontó el contenido de la providencia 

objeto de análisis con el trámite adelantado en el expediente en las etapas 

procesales correspondientes, logrando determinar que previo a la fijación del 

litigio realizada en audiencia inicial fecha 24 de febrero de 2020, nada se dijo 

respecto del aspecto que alega hoy la parte omitió referir la sentencia. 

 

Tal y como lo indica la parte demandada en la introducción del escrito que hoy 

se resuelve, esta planteó en los alegatos de conclusión argumentos nuevos a 

su defensa, sin embargo, los mismos no quedaron inmersos en la fijación del 

litigio, a pasar de reiterarse por parte del Magistrado Sustanciador el contenido 

del artículo 207 del CPACA, que impone un control de legalidad a toda la 

actuación luego de agotada la etapa procesal correspondiente, con el fin de 

cumplir con principio de preclusión de las etapas, y sanear presuntos vicios o 

aclarar o adicionar algún aspecto.     
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Asimismo el extremo procesal pasivo de la demanda precisa que el problema 

jurídico planteado previo a la fijación del litigio se concentró genéricamente en 

determinar si el demandado  Luis Alberto Otero Landinez, Diputado electo para 

el periodo 2020- 2023 para la Asamblea del Departamento Norte de Santander 

se encontraba incurso en la causal de inhabilidad descrita en el numeral 5 del 

artículo 33 de la Ley 617 del 2000; no obstante, debe aclarar la Sala que esto 

no significaba que el debate jurídico quedara abierto a nuevos cargos y/o 

argumentos de defensa diferente a los concentrados en la fijación del litigio, y 

en los que dedicó la Sala sus líneas en la sentencia, por ser el centro de la 

controversia.  

 

Pues bien, es de aclarar que el diseño del rito procesal en la jurisdicción 

contencioso administrativa se encuentra regido por algunos principios, entre 

ellos, el principio de concentración y de preclusión de las etapas, este último 

íntimamente ligado con el postulado constitucional de la igualdad, que dentro 

del proceso se materializa con igualdad para las partes, es por esto que 

resultaría violatorio de todo ese engranaje de garantías pronunciarse sobre 

aspectos para los que algunas de las partes no tuvo oportunidad de oposición 

o replica, máxime cuando en cada etapa del proceso se revisara la actuación 

en los términos del artículo 207 del CPACA.      

 

Por todo lo anterior considera esta Sala que no hay lugar a aclaración de la 

sentencia en la medida que dentro de la misma se resolvieron los cargos 

presentados en la demanda y la réplica que de ella realizaran las demás 

partes, con sujeción a la fijación del litigio como eje central del debate jurídico.  

 

Se encuentra que con fecha 03 de julio y 06 de julio de 2020 se presentó 

recurso de apelación por la parte demandada y el Consejo Nacional Electoral, 

respetivamente, contra la sentencia ya referida en la que se accedió a las 

súplicas de las demanda, es así como por ser procedente al haber sido 

presentado y sustentado oportunamente en los términos del artículo 292 del 

CPACA y por economía procesal, se concederá la apelación ante el H. 

Consejo de Estado en los términos de Ley.  

 

En ese mismo orden, se reconocerá además personería para actuar al 

Abogado Armando Quintero Guevara como apoderado de la parte demandada 

Luis Alberto Otero Landinez, en los términos y para los efectos del memorial de 

poder aportado de forma electrónica, en virtud de lo dispuesto artículo 5º del 

Decreto 806 de 2020, téngase como correo electrónico  arquin2@hotmail.com.  

 

Por lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Norte de Santander, Sala de 

Decisión No. 3, 

R E S U E L V E: 

 

 

mailto:arquin2@hotmail.com
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PRIMERO: ACEPTASE el impedimento del Magistrado Robiel A. Vargas 

González para ser parte de la presente Sala de Decisión, de conformidad con 

la parte motiva de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: NEGAR la solicitud de aclaración de la sentencia elevada por la 

parte demandada, por lo expuesto en la parte motiva de la presente 

providencia.  

 

TERCERO: CONCÉDASE los recursos de apelación interpuestos por el 

Consejo Nacional Electoral y la parte demandada en contra de la sentencia de 

fecha veintiocho (28) de mayo de dos mil veinte (2020), mediante la cual se 

accedió las súplicas de la demanda. En consecuencia, REMÍTASE el 

expediente al Honorable Consejo de Estado previas las anotaciones 

secretariales de rigor.  

 

 

CÓPIESE NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

(Providencia aprobada y discutida en Sala de Decisión Nº 3 del 23 de julio de 2020) 

 

 

 

 

 

 

CARLOS MARIO PEÑA DÍAZ 

Magistrado.- 

                                                                     

 

 

 

 

 

 

 

 

HERNANDO AYALA PEÑARANDA 

Magistrado.- 

 


